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Publicar TRES VECES CONSECUTIVAS en el Boletín Judicial, tal y como lo estipula 
el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 

SALA CONSTITUCIONAL
Asunto: Acción de Inconstitucionalidad

A Los Tribunales y Autoridades de la República
HACE SABER:

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional, dentro de la acción de inconstitucionalidad número 19-000257-

0007-CO que promueve GARY DOUGLAS STEWART POSTEL y otro, se ha 

dictado la resolución que literalmente dice:  «SALA CONSTITUCIONAL DE 

LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las once horas y cinco 

minutos de veintitrés de enero de dos mil diecinueve. /Se da curso a la acción de 

inconstitucionalidad interpuesta por MARÍA DEL MILAGRO GAMBOA 

MIRANDA, portadora de la cédula de identidad 1-1433-0357, representante legal 

de la sociedad 3-101-734726 S.A., y GARY DOUGLAS STEWART POSTEL, 

portador de la cédula de identidad 1-0466-0672, representante legal de la sociedad 

HACIENDA CIRUELAS SP S.A., para que se declare inconstitucional la Ley No. 

9610 del 17 de octubre de 2018, “Modificación de límites de la Reserva Biológica 

Lomas de Barbudal para el desarrollo del Proyecto de Abastecimiento de Agua 

para la Cuenca Media del Río Tempisque y Comunidades Costeras”, por estimar 

que lesiona los artículos 7, 11, 45, 50 y 176 de la Constitución Política, así como el 

procedimiento establecido en el artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea 

Legislativa y los principios constitucionales de no regresividad en materia 

ambiental, in dubio pro natura, razonabilidad y proporcionalidad, economía y 

eficiencia, equilibrio presupuestario y seguridad jurídica. Se confiere audiencia por 

quince días al PROCURADOR GENERAL DE LA REPÚBLICA, al 
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PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA, al MINISTRO DE 

AMBIENTE Y ENERGÍA y al GERENTE GENERAL DEL SERVICIO 

NACIONAL DE AGUAS SUBTERRÁNEAS, RIEGO Y AVENAMIENTO. La 

ley impugnada tiene por objeto desafectar 113 hectáreas de la Reserva Biológica 

Lomas de Barbudal (RBLB) –la cual tiene un nivel de protección absoluta, similar 

a la de un parque nacional- y cambiar su uso para proceder a inundar dicho terreno, 

para construir el Embalse Río Piedras y así llevar agua a la cuenca media del río 

Tempisque y comunidades costeras. A ese proyecto se le conoce como 

PAACUME, que contempla un embalse con un espejo de agua de 850 hectáreas, 

así como la ampliación y mejoras del Canal Oeste y la construcción de 300 

kilómetros de canales para conducir y distribuir el agua en los cantones de Carrillo, 

Santa Cruz y Nicoya. Con la ley impugnada se pretende, además, compensarse el 

área que se reduciría de la RBLB con otros terrenos privados adyacentes a la 

reserva biológica, que pertenecen a las sociedades ASETREK Tres Azul S.A., 

Hacienda Ciruelas SP S.A. y 3-101-734726 S.A. (conocida como Brindis de Amor 

o Brindis de Amor en Liberia). Según alegan los accionantes, en cumplimiento de 

la Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional 

Especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas (Convención RAMSAR), el 

Estado costarricense incluyó el Parque Nacional Palo Verde  y el Refugio de Vida 

Silvestre Caño Negro en la lista de humedales de importancia internacional. 

Aseveran que el Parque Nacional Palo Verde forma parte del Área de 

Conservación de Tempisque y esta área incluye al Refugio de Vida Silvestre 

Caballero, al Parque Nacional Barra Honda y a la Reserva Biológica Lomas de 

Barbudal (RBLB). Añaden que en el sitio oficial de RAMSAR en Internet, en la 

sección denominada “Servicio de información sobre sitios RAMSAR”, puede 

observarse la ficha técnica para ampliación del Sitio RAMSAR Palo Verde, Costa 

Rica, en el que claramente se menciona a la RBLB como parte de ese humedal 
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internacional. En tanto que la RBLB forma parte del Humedal de Palo Verde, el 

Consejo Regional del Área de Conservación Arenal Tempisque advirtió a la 

Asamblea Legislativa, en su momento, que era necesario que se comunicara a la 

Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional especialmente 

como Hábitat de Aves Acuáticas la intención de realizar este proyecto y activar 

cualquier otro procedimiento para cumplir con los compromisos del país (ver 

oficio SINAC-CORACAT-049-2018); sin embargo, tal comunicación no se 

realizó, sea, no se notificó a RAMSAR sobre la desafectación del área de la RBLB, 

ni del cambio en los límites de esa reserva biológica, lo que supone una omisión 

que infringe los compromisos internacionales de nuestro país y, por ende, una 

violación al artículo 7 de la Constitución Política. Agregan que el Convenio de 

RAMSAR establece, en su artículo 4, inciso 2), que cuando una Parte Contratante, 

por motivos urgentes de interés nacional, retire de la lista o reduzca los límites de 

un humedal incluido en ella, deberá compensar, en la medida de lo posible, la 

pérdida de recursos de humedales y, en particular, crear nuevas reservas naturales 

para las aves acuáticas y para la protección de una porción adecuada de su hábitat 

original, en la misma región o en otro lugar. Señalan que la modificación de los 

límites de la RBLB no ha sido declarada de urgente interés nacional. Alegan, 

además, que en ese mismo oficio (No. SINAC-CORACAT-049-2018) se indicó 

que era necesario analizar si el proyecto PAACUME podía tener algún impacto 

indirecto en el sitio patrimonio mundial Área de Conservación Guanacaste y 

valorar la activación de los mecanismos pertinente para comunicar al Centro de 

Patrimonio Mundial esta iniciativa. Lo que no se hizo. Reclaman que, en 

consecuencia, también se violentó la Convención de Patrimonio Mundial de la 

UNESCO. Afirman que, conforme a diversos pronunciamientos de la Sala 

Constitucional, referentes al artículo 50 constitucional, tal norma constitucional 

introdujo la ciencia y la técnica en las decisiones ambientales, sean estas 
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legislativas o administrativas, de tal manera que las actuaciones estatales en 

materia ambiental deben fundarse y no pueden contradecir las reglas unívocas de la 

ciencia y la técnica en aras de lograr el goce pleno y universal a un ambiente sano 

y ecológicamente equilibrado y, además, un mayor bienestar para todos los 

habitantes del país. A eso se le ha denominado el principio de objetivación de la 

tutela ambiental. Acusan que la Ley No. 9610 violenta el citado artículo 50 

constitucional, ya que no incorpora un estudio serio, integral y objetivo, sobre las 

consecuencias de la desafectación de 113 hectáreas de la RBLB y la sustitución o 

compensación con unas 500 hectáreas de propiedades privadas que se pretenden 

incorporar a la reserva biológica. Remiten, al efecto, al informe emitido por el Dr. 

Jorge Arturo Lobo Segura –comisionado por la Escuela de Biología de la 

Universidad de Costa Rica para responder a un requerimiento de información de la 

Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA) relacionada con el proyecto 

PAACUME-, en donde se concluye sobre el estudio de la Organización de 

Estudios Tropicales (OET) -mediante el cual pretenden justificar la referida 

desafectación y compensación-  que es “insuficiente para definir el cambio de 

límites de Lomas de Barbudal, y no demuestra que este cambio será plenamente 

compensado por áreas adicionales en otros sectores de la Reserva. La finca 

ASETREK, estudiada con más detalle por los consultores, al final se reconoce 

como insuficiente para justificar el canje de tierra, y se acude precipitadamente a 

otras fincas cercanas para balancear la compensación, a mi parecer un ejercicio 

poco serio porque no está debidamente fundamentado”. En el citado informe se 

dice, también, que “el desconocimiento de los impactos ambientales del embalse 

Río Piedras sobre la Reserva Biológica y sobre todos los ecosistemas de 

humedales del Bajo Tempisque debe ser conocido antes de aceptar la inundación 

de un sector de la Reserva de Lomas de Barbudal y de en general de los 

ecosistemas afectados por el futuro embalse de PAACUME”. Alegan que tal 
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violación al artículo 50 de la Constitución se complementa con la violación a los 

principios de no regresividad en materia ambiental y de indubio pro natura.  

Insisten que el estudio realizada por la OET no es completo, ni objetivo, ni 

científico, ni técnico, ya que adolece de muchas omisiones y debilidades. Reiteran, 

al efecto, que tal estudio se centra prácticamente en una porción de una de las tres 

propiedades privadas con las que se pretende compensar las 113 hectáreas que se 

desafectan con la ley, pero no incorporó estudios sobre las condiciones biológicas 

de las otras dos propiedades, por lo que no se puede determinar, científicamente, 

que se trate de propiedades que efectivamente cuenten con características 

medioambientales que reemplacen las funciones eco sistémicas del área que se va a 

desafectar. A lo que se añade que tampoco se analizó la afectación que podría 

ocasionarle al Parque Nacional de Palo Verde, el cual es un humedal con 

protección internacional brindada por la Convención de RAMSAR, del cual forma 

parte la RBLB. Acusan, además, que se aprobó la ley impugnada, pero aun no se 

ha aprobado el Estudio de Impacto Ambiental para realizar el proyecto 

PAACUME, pese que tal proyecto implica realizar un embalse con un espejo de  

agua de 850 hectáreas en una zona de bosque seco, lo que en definitiva afectaría el 

Río Piedras y el humedal de categoría internacional de Palo Verde. Alegan que, en 

consecuencia, en la tramitación del proyecto de ley que dio origen a la normativa 

impugnada se procedió a “poner la carreta delante de los bueyes”. La Ley No. 

9610 violenta, además, el artículo 45 de la Constitución, ya que se priva de 

propiedad privada a tres personas jurídicas para incorporarle a la RBLB casi 500 

hectáreas de propiedades privadas como compensación de una desafectación de 

113 hectáreas pertenecientes al Estado y que son parte de la RBLB.  Esa privación 

de la propiedad privada se hace sin que haya un interés público que hubiere sido 

legalmente comprobado y sin indemnización previa. En el informe del 

Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa No. AL-DEST-
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CJU-068-2018 se señala que el proyecto que finalmente derivó en la Ley No. 9610 

modificaba los límites originales de la Reserva Biológica Lomas de Barbudal, 

subsumiendo en sus límites propiedad privada. Se indica, además, que al 

“modificarse los límites originales de la Reserva Biológica Lomas Barbudal se 

está frente a la intervención de la propiedad privada, siendo omiso el proyecto en 

indicar que tales propiedades serán adquiridas por expropiación, quedando los 

fundos privados en sus nuevos límites bajo limitaciones ambientales”. Agregan que 

es claro que el párrafo segundo del artículo 45 de la Constitución Política establece 

que, por motivos de necesidad pública, la Asamblea Legislativa podrá imponer a la 

propiedad limitaciones de interés social; sin embargo, dichas limitaciones de 

interés social requieren de varios requisitos para materializarse. En primer lugar, la 

aprobación de la ley que impone tales limitaciones requiere de 38 votos; en cuyo 

caso, si bien es cierto que la ley impugnada se aprobó por más de 38 votos, lo 

cierto es que buena parte del procedimiento parlamentario se realizó mediante un 

procedimiento abreviado basado en el artículo 208 bis del Reglamento de la 

Asamblea Legislativa, lo que implica la inconstitucionalidad de la ley por 

violación al procedimiento parlamentario, ya que ese procedimiento abreviado está 

vedado para proyectos que requieren para su aprobación el voto de una mayoría 

calificada de diputados. Asimismo, el artículo 45 constitucional establece que 

podrá expropiarse o afectarse la propiedad privada si hubiera indemnización 

previa.  Ese requisito tampoco se ha cumplido, ya que en ningún momento se han 

expropiado las propiedades privadas mencionadas. Tampoco se realizó o se ha 

realizado un avalúo de las propiedades privadas afectadas, ni había una partida 

presupuestaria antes de aprobarse el proyecto de ley para cancelar la 

indemnización correspondiente.  Acusan que, a partir de la entrada en vigencia de 

esta ley impugnada, la cual involucra propiedades privadas pertenecientes a tres 

personas jurídicas (ASETREK, Hacienda Ciruelas S.P. S.A. y Brindis de Amor), 
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estas quedan afectadas. Esto claramente violenta el artículo 45 de la Constitución 

Política, ya que esa afectación se hace sin previa indemnización. Además, la forma 

en que se decide expropiar la propiedad de Brindis De Amor para incorporarla a la 

RBLB deja por fuera y enclavada dentro de la reserva una propiedad de 

aproximadamente 14 hectáreas perteneciente a la sociedad Inversiones y 

Desarrollos Costa Rica Pacifico del Mar CMP S.A., pero que forma parte de todo 

el proyecto de Brindis de Amor. Propiedad que queda enclavada dentro de los 

nuevos límites de la RBLB, sin acceso a calle pública. Reiteran que la ley que se 

está impugnando mediante esta acción de inconstitucionalidad fue tramitada en una 

buena parte mediante un procedimiento abreviado basado en lo dispuesto por el 

artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Acusan que con esto 

se infringieron las limitaciones establecidas en dicho artículo 208 bis, que 

establece que la Asamblea Legislativa podrá establecer procedimientos especiales 

para tramitar las reformas a su reglamento y proyectos de ley cuya aprobación 

requiera mayoría absoluta; en cuyo caso, el proyecto de ley de marras, que 

posteriormente se convirtió en la Ley No. 9610, era un proyecto que requería de 

mayoría calificada para su votación, ya que claramente afectaba propiedades 

privadas al incorporarlas dentro de la RBLB como compensación del área que se 

desafectaría. Sobre este tema, el Departamento de Servicios Técnicos, en el citado 

informe AL-DESTCJU-068-2018, indicó que: “En virtud de lo anterior, se aprecia 

un vicio en la tramitación del Proyecto de Ley por medio de la Comisión Especial 

creada por moción de orden y regulado bajo el artículo 208 bis, el que preceptúa 

que sólo se pueden tramitar proyectos cuya aprobación requiera mayoría 

absoluta, y para el caso concreto el Proyecto de Ley requiere de una votación de 

los dos tercios de los diputados del Plenario Legislativo…”. Ese vicio en el 

procedimiento, señalado por el Departamento de Servicios Técnicos, es claro y 

evidente. Acusan, asimismo, que existe una nota que el Instituto Geográfico 
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Nacional (IGN) envió a la Asamblea Legislativa (oficio DIG-0388-2018) en 

respuesta  a la consulta que se le hizo  mediante oficio AL-DSDI-OFI-0313-2018, 

de la que se deriva una violación al principio de seguridad jurídica. Lo anterior, por 

cuanto, se constata la existencia de inconsistencias y errores en las coordenadas 

incluidas en la ley finalmente aprobada. Argumentan que con la aprobación de la 

Ley No. 9610 se han configurado diversas violación al principio de legalidad 

(artículo 11 de la Constitución Política). Se ha infringido la Ley Orgánica del 

Ambiente (Ley No. 7554), en sus artículos 32, 34, 36, 37 y 38, pues, en el proceso 

para modificar los límites de la RBLB, para desafectar 113 hectáreas e incluir 

aproximadamente 500 hectáreas de terrenos privados dentro de los nuevos límites 

de la reserva biológica, no se han cumplido requisitos establecidos en esa 

normativa. Por ejemplo, no se hicieron estudios preliminares fisiogeográficos, de 

diversidad biológica de todas las propiedades privadas que se le incorporan a la 

RBLB. Tampoco se hicieron estudios socioeconómicos que justifiquen la 

desafectación por un lado y el aumento por otro lado de la RBLB con casi 500 

hectáreas de terrenos privados. Tampoco se hizo un estudio de factibilidad técnica 

y tenencia de la tierra de todos los potenciales terrenos que podrían haberse 

considerado para compensar las 113 hectáreas que se desafectan de la RBLB. 

Tampoco estaba el financiamiento mínimo para adquirir el área (ni siquiera existe 

un avalúo sobre las propiedades a expropiar), protegerla y manejarla. Por otro lado, 

los terrenos privados que se incorporaron a la RBLB no se indemnizaron de previo. 

Finalmente, no se realizaron estudios técnicos sobre dos de las tres propiedades 

que finalmente se incorporaron a la RBLB, en infracción del artículo 50 de la 

Constitución Política y los principios de no regresividad en materia ambiental e in 

dubio pro natura. También se ha infringido el artículo 58 de la Ley de la 

Biodiversidad (Ley No. 7788), ya que no hubo informe técnico con las 

recomendaciones y justificaciones para incluir dentro de la reserva biológica a dos 
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de las tres propiedades que finalmente quedaron dentro de los nuevos límites de la 

RBLB. Se han infringido, asimismo, los artículos 71 y 72 del Reglamento a la Ley 

de Biodiversidad, dado que,  el informe que elaboró la OET no consigna que se 

hubieren hecho las consultas obligatorias a las comunidades que podrían ser 

afectadas por la desafectación de 113 hectáreas de la reserva biológica, así como de 

la creación de un gran embalse con un espejo de agua de aproximadamente 850 

hectáreas. Tampoco se hizo un análisis de la tenencia de la tierra alrededor de la 

RBLB para determinar cuál área era la idónea para compensar el área desafectada 

de esa reserva biológica. Fue el SENARA el que determinó con qué terrenos 

compensar. Esto no fue producto de un estudio pormenorizado de la tenencia de la 

tierra. No se cumplió el requisito de verificar la existencia de recursos financieros 

suficientes para adquirir los terrenos del área propuesta. Finalmente, como puede 

observarse de la revisión del informe técnico de la OET, ese informe no estuvo 

coordinado por la instancia respectiva del SINAC, en clara violación a lo 

establecido en el artículo 71 del Reglamento a la Ley de Biodiversidad. Se 

violentó, adicionalmente, la Ley de Creación del Servicio de Parques Nacionales 

(Ley No. 6084). Dicho artículo deja claro el tipo de limitaciones a la propiedad que 

experimentan aquellas propiedades que son declaradas reserva biológica. Pero en 

este caso no se hicieron estudios técnicos sobre dos de las tres propiedades que se 

incluyeron en la reserva biológica. Además, se dejó por fuera del área de 

expropiación un fundo enclavado dentro de la reserva biológica. El artículo 36 de 

la Ley del Ambiente establece que para crear nuevas áreas silvestres protegidas 

propiedad del Estado, cualquiera sea la categoría de manejo que él establezca, 

deberá cumplirse previamente, entre otros requisitos, con el financiamiento  

mínimo para adquirir el área, protegerla y manejarla. Sostienen que ese requisito 

no se cumplió en el caso de la Ley  No. 9610. El presupuesto ordinario del 2018, 

en ejecución para cuando se aprobó la Ley No. 9610, no contenía una partida 
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presupuestaria para pagar las expropiaciones de las propiedades privadas que se 

incorporaron a la RBLB mediante esa ley. Ese incumplimiento violenta el 

principio de equilibrio presupuestario (artículo 176 de la Constitución Política), ya 

que mediante esa ley se asumen nuevas obligaciones de pago sin que estuvieran 

previstas en la ley de presupuesto, lo que es requisito en todo caso para ampliar 

áreas protegidas. La Ley No. 9610 desafecta 113 hectáreas de la RBLB para poder 

inundarlas. Para poder hacer esa desafectación, se compensa con más de 500 

hectáreas de terrenos privados. Sin embargo, surge el cuestionamiento de por qué 

se escogieron esas y no otras propiedades colindantes con la RBLB, inclusive 

terrenos de menor valor o terrenos que ya pertenecen al Estado colindantes con la 

Reserva Biológica Lomas de Barbudal y que tienen una categoría de protección 

muy inferior a la de una reserva biológica (más de 300 hectáreas). Alegan que, en 

consecuencia, se está ante una violación del principio de razonabilidad y 

proporcionalidad, ya que no se justifica una erogación de dinero de miles de 

millones de colones para compensar 113 hectáreas de la RBLB que se desafectan 

mediante esta ley que se impugna, cuando existen opciones que van desde cero 

costo para el Estado o de costo más reducido. Indican, finalmente, que el principio 

de economía y eficiencia guarda una estrecha relación, en el contexto de esta ley 

que se impugna, con el principio de razonabilidad y proporcionalidad previamente 

mencionados. Acusan que se está ante una violación al principio constitucional de 

economía y eficiencia cuando la ley obliga a expropiar más de 500 hectáreas para 

compensar 113 hectáreas que se están desafectando, cuando podrían perfectamente 

incorporársele a la RBLB más de 300 hectáreas del Estado que tienen una 

categoría de manejo y protección inferior a la de un parque nacional o reserva 

biológica, sin costo alguno para el erario público.  Tampoco se hizo el trabajo para 

revisar todas las propiedades adyacentes a la RBLB con el fin de encontrar la 

manera de compensar con el menor costo posible. Ese análisis de costo-beneficio 
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no se hizo con todas las propiedades adyacentes a la RBLB. Esta acción se admite 

por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en 

sus artículos 73 a 79. La legitimación de los accionantes proviene del numeral 75, 

párrafo 2, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en tanto se acciona en 

defensa de intereses difusos en resguardo del derecho a un ambiente sano y 

ecológicamente equilibrado. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el 

Boletín Judicial sobre la interposición de la acción. Efectos jurídicos de la 

interposición de la acción: Se recuerdan los términos de los ordinales 81 y 82 de la 

Ley de la Jurisdicción Constitucional que disponen lo siguiente “Artículo 81. Si el 

Presidente considerare cumplidos los requisitos de que se ha hecho mérito, 

conferirá audiencia a la Procuraduría General de la República y a la contraparte 

que figure en el asunto principal, por un plazo de quince días, a fin de que 

manifiesten lo que estimen conveniente. Al mismo tiempo dispondrá enviar nota al 

tribunal u órgano que conozca del asunto, para que no dicte la resolución final 

antes de que la Sala se haya pronunciado sobre la acción, y ordenará que se 

publique un aviso en el Boletín Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo 

saber a los tribunales y a los órganos que agotan la vía administrativa que esa 

demanda ha sido establecida, a efecto de que en los procesos o procedimientos en 

que se discuta la aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, 

tampoco se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el 

pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada por el Procurador General 

de la República, la audiencia se le dará a la persona que figure como parte 

contraria en el asunto principal.”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se 

suspenderá ninguna etapa diferente a la de dictar la resolución final, salvo que la 

acción de inconstitucionalidad se refiera a normas que deban aplicarse durante la 

tramitación.” Dentro de los quince días posteriores a la primera publicación del 

citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en asuntos 
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pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la 

aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en 

cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos 

de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber, 

además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción 

Constitucional y según lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 

0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de 

la norma en general sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones 

señalados. Notifíquese.».-

San José, 25 de enero del 2019.

 Vernor Perera León
Secretario a.i.

 

- Código Verificador -
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